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Expediente: 1561/1erJAM/2018-JN

Juzgado Primero Administrativo Municipal.

León, Guanajuato, a 04 cuatro de marzo del año 2020 dos mil veinte. . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 1561/1erJAM/2018-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del DIRECTOR DE VERIFICACIÓN URBANA del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . 

R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 19 diecinueve de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, las partes actoras presentaron demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda y pruebas.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 24 veinticuatro de octubre del año 2018 dos mil dieciocho, a las partes actoras se les admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales exhibidas y descritas en la demandada,  las que por su especial naturaleza se desahogaron en ese momento procesal, así como la presunción legal y humana en lo que le beneficie. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y admisión de pruebas.
TERCERO.- El 13 trece de noviembre del año 2018 dos mil dieciocho, la autoridad presentó su escrito de contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 16 dieciséis del mismo mes y año, se le tuvo contestándola, admitiéndosele las pruebas documentales ofrecidas y descritas en su contestación, las que por su especial naturaleza en ese momento se tuvieron por desahogadas; así como la presunción legal y humana en lo que le beneficie; asimismo, se le requirió para que en el término de 03 tres días exhibiera el original o copia certificada del expediente administrativo número 975/2016-A; señalándose además fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . .  . . . . . .  
Se cumple requerimiento.

CUARTO.-  El 27 veintisiete de noviembre del año 2018 dos mil dieciocho, la autorizada de la autoridad demandada presentó promoción de cumplimiento; y, por auto de fecha  30 treinta de ese mismo mes y año, previo cumplimiento, se tuvo a la demandada por exhibiendo la documental requerida en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Celebración de la audiencia de alegatos.
QUINTO.- El 15 quince de enero del año 2019 dos mil diecinueve, a las 11:30 once horas con treinta minutos, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes, y se tuvo  a la parte actora por presentando escrito de alegatos; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse un acto administrativo emitido por el Director de Verificación Urbana del Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Personalidad jurídica de los representantes de las partes actoras.

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica que ostenta el ciudadano  (…), personalidad jurídica que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública (…). . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Por lo que respecta a la personalidad jurídica que ostenta la ciudadana (…), de Apoderada Legal de la persona moral (…), personalidad jurídica que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública (…). . . . . 

Existencia del acto impugnado.
TERCERO.- Las actoras impugnan, la resolución de fecha 26 veintiséis de julio del año 2018 dos mil dieciocho, emitida en el expediente  0975/2016-A, en la que se les impuso una multa por la cantidad de $7,304.00 (siete mil trescientos cuatro pesos 00/100 moneda nacional); acto cuya existencia se encuentra acreditado en el proceso con el original de la referida resolución que obra a fojas 13 trece a la 17 diecisiete. . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

CUARTO.- Por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad no hace valer causales de improcedencia, más sin embargo, toda vez que el estudio y su análisis es de orden público, este juzgador procederá al estudio oficioso de la que se desprende de constancias, en tanto que la fracción I, del artículo 261, refiere que  podrán acudir a proceso quien cuente con interés jurídico para ello. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . 
A su vez,  el artículo 243, párrafo segundo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que el interesado es quien tiene un interés jurídico; mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
“Artículo 243.-...  

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

A).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . .  . . . . . . . .
Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en la tesis aislada XVI.2o.A.T.4 A, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”
 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Mientras que, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en la página de internet tcagto.gob.mx, en el recuadro información de valor, apartado Criterios 2000-2010, criterios 2004, página 150, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A su vez, la doctrina con respecto al interés jurídico lo denomina derecho subjetivo de carácter administrativo, por su parte, el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, conforme a lo expuesto, en la interposición del proceso, es requisito sine qua non que el promovente, cuente con interés jurídico y, en su caso, que acredite que el acto o resolución combatida afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En esta tesitura, para la procedencia del proceso administrativo conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo legítimamente reconocido o protegido a favor de la parte actora por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a su esfera de derechos, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, conforme a lo establecido por el artículo 271 del Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato en relación con el artículo 392 del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, para fijar, instalar o modificar un anuncio, se requiere del permiso respectivo, numerales que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 271.- La colocación, instalación, conservación, modificación, ampliación y retiro de anuncios en cualquier vialidad urbana o bien de uso común, o que sean visibles desde las mismas, o en zonas, predios o bienes que no sean de competencia federal o estatal, adyacentes a autopistas, carreteras, puentes, caminos o cualquiera otra vía de comunicación, así como la emisión, instalación o colocación de anuncios en los sitios o lugares a los que tenga acceso el público, requerirá del permiso previamente expedido por la unidad administrativa municipal en materia de administración sustentable del territorio.”

“Artículo 392.- Las personas físicas o morales, públicas o privadas que pretendan fijar, instalar, colocar, modificar, ampliar y retirar anuncios regulados por este Ordenamiento, deberán obtener, previamente los permisos respectivos, en los términos dispuestos por este Título, y demás disposiciones aplicables.”. . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como se advierte de estos preceptos, instalación o colocación de todo anuncio requiere de permiso y es el caso que las personas morales impetrantes no acreditaron  haber obtenido dicha autorización, en virtud de que no acreditaron  contar con el permiso respectivo, de esta manera estamos en presencia de una actividad regulada, por el Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, de ahí resulta que, para instalar un anuncio en un inmueble ubicado en el territorio del Municipio de León, Guanajuato, es menester obtener el Permiso respectivo, según el tipo de anuncio, cumpliendo los requisitos reglamentarios y el pago de los derechos respectivos, conforme a la Ley de Ingresos para el Municipios de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Luego entonces, partiendo de esta premisa no existe impedimento para concluir que la imposición de la multa  consignada en la resolución controvertida, sólo puede ser controvertido por quien cuente con el permiso respectivo, pues éste es el acto administrativo que origina el derecho subjetivo administrativo e incluso los Derechos Humanos, ya que no debe perderse de vista que como se dijo, se trata de una actividad regulada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que, si bien es cierto que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 1°, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta norma fundamental y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pero también lo es que conforme a lo dispuesto por el tercer párrafo de este artículo, el Estado a través de los Órganos administrativos y Jurisdiccionales, se encuentra constreñido a proteger, garantizar y a reparar las violaciones a los Derechos Humanos, en los términos que establezca la Ley, entendidas en una acepción amplia, por lo que comprenden las Leyes, Códigos y Reglamentos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ello, debe tenerse presente que en nuestro Orden Jurídico la reparación de los Derechos Humanos se encuentra supeditada al reconocimiento y a la protección de una norma jurídica, de ahí que en el proceso administrativo también se debe acreditar la existencia de ese derecho humano o derecho subjetivo público que se afirma fue violado y la afectación que sufre la parte impetrante con la emisión de los actos impugnados, en ese sentido se estima que por su parte el Legislador condicionó la posibilidad del estudio del acto administrativo relacionado con un actividad regulada a la existencia de la concesión, licencia, permiso o autorización según el caso de que se trate, de este modo, el artículo 261 establece un catalogo de causales de improcedencia del proceso administrativo y en su artículo 262 contempla las causas de sobreseimiento del juicio de nulidad. . . .  . . . . 
En consecuencia, a la parte actora no le asiste el derecho de acudir ante este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad de la resolución  debatida. Siendo lo anterior así y a mayor abundamiento, sobre el particular cabe resaltar que el segundo párrafo del artículo 243, de la multicitada Ley Orgánica Municipal, así como el 9 segundo párrafo, 251 fracción I, Incido a), del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legitimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que las personas morales actoras resulten afectados por un acto contrario a la Ley, sino que es menester,  tengan a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo, no demostró en autos de esta causa administrativa que cuentan con el permiso respectivo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por tal motivo, si no se cumple con el mencionado requisito de procedencia del proceso, respecto a la imposición de la multa  por haber instalado y en exhibición un anuncio espectacular denominativo en azotea de 02 dos caratulas, en el domicilio ubicado en Presa Ignacio Allende número 140 ciento cuarenta, fraccionamiento y/o colonia Ribera de la Presa de esta ciudad, sin contar con el permiso de construcción,  dentro del expediente 975/2016-A, ello por no contar con el permiso de anuncio; pues, como quedo apuntado, la exigencia para la procedencia del proceso es el interés jurídico y no el interés legítimo, ya que son diferentes. . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .  . .
Respecto a esta diferencia, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato ahora Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .
“INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de  mayo de 2004. Actores: Raúl  Aguilar  Zacarías y J.  Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo expuesto con antelación, pone de manifiesto que en la especie resulta improcedente el presente proceso administrativo, al actualizarse la causal prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, de acuerdo lo establecido por la fracción II del artículo 262 del mismo Código, lo procedente es sobreseer este proceso respecto al contenido de la resolución concerniente  a la conducta infractora, excepto por lo que hace al importe de la multa que les fue impuesto. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, de autos se advierte que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, lo procedente es entrar al estudio del único concepto de impugnación, el cual está relacionado con los motivos y circunstancias que tuvo en cuenta la demandada para imponer como sanción 100 cien días multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Análisis de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Quien demanda en su segundo concepto de impugnación, aduce:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

1.- El acto impugnado vulnera su derecho al haberse emitido sin cumplir con el requisito formal  exigido por el artículo 16 de la Carta Magna y 137, fracción VI del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que la multa impuesta no está debidamente motivada, pues la demandada no señala el por qué se impone una multa mayor a la mínima, es decir 100 días de salarios tomando como salario el mínimo vigente al momento en que se cometió la infracción, ello sin que razone o plasme en la resolución algún razonamiento lógico-jurídico adecuado del porque determinó la citada cantidad, ello sin observar todos y cada uno de los aspectos previstos por el artículo 215 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa . .. . . . .  . .
2.- En cuanto a la gravedad de la infracción, en la resolución impugnada la demandada refiere una supuesta violación al orden público e interés social para considerar grave la infracción, sin embargo es omisa en motivar en que consiste o consistió la violación al orden público e interés social. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . 

3.- En cuanto a la condición socio-económica de las infractoras, estas no tienen el giro comercial de restaurantes, negando la obtención de recursos por esa actividad; que no se desprende una adecuada motivación de cómo o bajo qué razonamiento llegó a concluir que quienes demandan contaban con la solvencia necesaria para absorber, sin dañar de manera irreparable su patrimonio la multa impuesta. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto la autoridad manifestó, que la resolución controvertida satisface con los elementos de validez contenidos en el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . 

 A juicio de este resolutor, el concepto de impugnación que se analiza resulta ser FUNDADO, en mérito de lo siguiente. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
La anterior en virtud que en el caso a estudio la litis se constriñe a determinar, sí en el importe de 100 cien días  multa con que se sanciona a quienes demandan, se encuentra debidamente motivado acorde a lo establecido por el artículo 16 Constitucional en relación con los artículo 137 fracción  VI y 143 del Código de Procedimiento y  Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, le asiste la razón a los accionantes en virtud que el legislador estatal en concordancia con el derecho humano señalado en el artículo 16 de la Carta Magna, estableció en la fracción VI, del  artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, como  elemento de validez de los actos administrativos, en el caso respecto al importe de la multa contenida en la resolución controvertida, de fecha 26 veintiséis de julio del año 2018 dos mil dieciocho, debe estar debidamente fundada y motivada, aspecto último que no se cumple suficientemente como lo refiere las impetrantes del proceso. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo, de la lectura que se hace a la resolución controvertida, en su considerando quinto, se enuncian los seis diversos  apartados del artículo 215 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ello no es suficiente para tener debidamente motivada la sanción de 100 cien días multa que le fue impuesto a quienes demandan; sin que pase inadvertido que dicha sanción acorde lo establecido por el 580, fracción VI, en relación con el 583, fracción II, ambos del Código Reglamentario de Desarrollo Urbano para el Municipio de León, Guanajuato, no corresponde al importe mínimo. . 
En el apartado de “La naturaleza de la afectación a los bienes jurídicamente protegidos”, la demandada se refiere exclusivamente a que la accionante debía contar con el permiso de anuncio, sin indicar el bien jurídico que se ve afectado; mucho menos, cuál es  el protegido con la conducta administrativa que contiene la infracción por el que se impone la sanción; ya que únicamente se limita en señalar que las infractoras violentaron el orden público y el interés social . . . . . . . . . . . . . . . 


Por   lo que toca al rubro: “El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de obligaciones”, refiere que el mismo no es cuantificable, sin que motive que tal aspecto opera en su beneficio o perjuicio de las impetrantes del proceso, aspecto necesario para tener por debidamente motivado el importe de la sanción que le fue impuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Tocante al aspecto, “El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción”, se precisa que las personas jurídico colectivas (…), actuaron con plena conciencia para comprender la trascendencia legal, violentando el orden público e interés social, haciendo caso omisa de los ordenamientos municipales, por lo que actuaron con todo animo  y conciencia de hacer caso omiso a la reglamentación, con lo anterior  queda evidenciado la indebida motivación de la resolución controvertida, en tanto que la sanción se impone,  el que tenga conciencia o no, poco o nada trasciende a la imposición de la multa, ni mucho menos se trata de motivación alguna, de la intención o de la acción de los presuntos infractores, de aquí la indebida motivación del importe de la multa  de que fueron objeto los justiciables. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 

Referente a “La gravedad de la infracción”, se precisa que los justiciables, actuaron con plena conciencia para comprender la trascendencia legal, social y moral de sus actos, violentando el orden público, con lo que está demostrada la gravedad de su omisión, aspecto que de modo alguno puede considerarse como motivación para aplicar 100 cien días multa, ya que no existe ningún razonamiento o línea referente a la gravedad de la conducta, por lo que es procedente declarar su nulidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En relación al punto “La reiteración de la falta dentro de los dos años”, se indica que dentro  de los archivos, no existe residencia por parte de las personas jurídico colectivas mencionada, sin que motive que tal aspecto opera en su beneficio o perjuicio de las impetrantes del proceso, aspecto necesario para tener por debidamente motivado el importe de la sanción que le fue impuesto. . . . . . . . . . 


Por último respecto al rubro, “La condición socio-económica de los infractores”, se hace referencia a 07 siete puntos; sin embargo,  ninguno de ellos se trata de una motivación en relación a las condiciones económicas de  las hoy actoras, esto es,  no se indica cuál es su capacidad económica y como consecuencia que el importe de 100 cien días  multa, no le resulte gravoso o ruinoso para la actividades que realiza en relación a las obligaciones económicas que deba cubrir;  ya que la calidad de propietarios o arrendatarios; capacidad para instalar y darle mantenimiento al anuncio espectacular, el pago de especialista estructural  y la difusión de mensajes, no es justificativo para imponer los 100 cien días, ya que en principio el puro hecho de ser propietarios o arrendadores,  en sí mismo no crea convicción por si solo de la capacidad económica de los impetrantes; ni mucho menos el hecho de instalación, mantenimiento, pago de especialista estructural o difusión de mensajes, ya que la demandada no señala los medios por los cuales se cercioró que efectivamente son propietarios o arrendatarios, la renta que devengan por concepto de arrendamiento, ni tampoco la forma en que se constató del costo de instalación del anuncio, mantenimiento o pago de especialista estructural, menos aún del beneficio económico que obtienen por la difusión de mensajes. .  . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de soporte legal a lo antes señalado el criterio 2018 sentando por  el  Tribunal  de Justicia Administrativa  del Estado de Guanajuato, de rubro y contenido siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . .  . .

 “CAPACIDAD SOCIOECONÓMICA COMO ELEMENTO INTEGRANTE EN LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA SANCIÓN. De los artículos 22 de nuestra carta magna y 172 de la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato se colige que una sanción es pertinente cuando se toma en cuenta, previo a su imposición, el análisis de diversos factores, entre los que se destaca –para efectos de la litis-- la capacidad socioeconómica del individuo a sancionar, entendiéndose como tal, los ingresos con los que cuenta aquél, y que son óptimos para cumplir con la sanción impuesta. De ahí que la decisión del a quo, cuando determinó que la multa no estuvo correctamente individualizada, se encuentra ajustada a derecho. En efecto, el hecho de que la autoridad demandada vierta ciertos datos --que el establecimiento es propiedad del actor, que cuenta con una determinada superficie, y que tiene como principal actividad la de extracción de material pétreo y recepción de residuos de construcción-- no implica que haya realizado un estudio socioeconómico del actor (ingresos egresos y si existen remanentes), ya que la autoridad es omisa en explicar cómo de esos datos se concluye determinado estatus socioeconómico, y en consecuencia su capacidad para enfrentar una multa determinada, lo que implica una indebida motivación de la individualización de la sanción. (Toca 84/17 PL, recurso de reclamación interpuesto por el subprocurador Regional “A” de la Procuraduría Ambiental y de Ordenamiento Territorial del Estado de Guanajuato. Resolución del 3 de agosto de 2017). (el resaltado y remarcado, no es de origen). 
Por otra parte, para la individualización de la sanción, resulta ilustrativa como criterio orientador la tesis de Jurisprudencia sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en materia Administrativa del Primer Circuito, de la Séptima Época; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Apéndice de 1995; Tomo: Tomo III, Parte  TCC; Tesis: 867; visible a página 663, bajo el siguiente rubro: . .  . .  

“MULTAS. ARBITRIO EN SU CUANTIFICACION ARRIBA DEL MÍNIMO. Para imponer una multa fiscal en cuantía superior al mínimo (pues es evidente que al imponer el mínimo no hace falta razonamiento alguno, ya que no hubo agravación en uso del arbitrio), es necesario que las autoridades fiscales razonen el uso de su arbitrio, y que expongan los razonamientos y las circunstancias de hecho y de derecho que hacen que en el caso particular se deba agravar en alguna forma la sanción. Pero esos razonamientos deben ser razonamientos aplicados al caso concreto y a las circunstancias del caso concreto, sin que sea suficiente hacer afirmaciones abstractas e imprecisas. De lo contrario se violaría la garantía de motivación, y se dejaría además a la afectada en estado de indefensión, pues no se le darían elementos para hacer su defensa, ni para desvirtuar la sanción concreta impuesta en su caso individual, con violación de los artículos 14 y 16 constitucionales. En esas condiciones, la simple afirmación de que un gran volumen de negocios hace que la situación sea buena, es demasiado imprecisa para justificar por sí sola una elevación de la multa, pues puede haber gran volumen de operaciones con una utilidad mínima, o aun con pérdida, como es claramente el caso de empresas que tienen grandes endeudamientos y gran volumen de operaciones. Por otra parte, el que la infracción haya causado perjuicios al Fisco, no es elemento para agravar la sanción, pues el elemento perjuicio será siempre la base misma de la tipificación de la infracción, pero insuficiente para mover el arbitrio entre los extremos de la multa. También resulta falso que los causantes morosos obtengan ventaja respecto de los causantes puntuales, pues los daños y perjuicios que se cobran en materia fiscal (además de las multas) como intereses moratorios son extraordinariamente elevados (24% anual, contra el 9% en materia civil y el 6% en materia mercantil). Y la afirmación de que hay que evitar prácticas viciosas tendientes a evadir las prestaciones fiscales, también es un elemento determinante de la creación de la infracción, pero insuficiente para mover la cuantía entre los extremos legales; para esto habría que referirse a las prácticas individuales de la afectada, o a su habitualidad, etcétera” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . 
En consecuencia, en la presente proceso se encuentra acreditada la existencia de un vicio formal, como lo es la insuficiente motivación de la resolución combatida respecto a la individualización de la sanción de 100 cien días multa aplicadas a los justiciables, configurándose la causal de ilegalidad contemplada en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por ende, la autoridad demandada viola en perjuicio de la parte impetrante los artículos 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, 137, fracción VI y 215, del aludido, del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por ende, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad parcial de la resolución, de fecha  26 veintiséis de julio del año 2018 dos mil dieciocho, contendida en el expediente 0975/2016-A, emitida por el Director de Verificación Urbana, mediante el que se impuso  una multa por 100 cien  días multa. . . . . . . . . . 
Sobre el particular se precisa que dicha nulidad es para el efecto de que el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano de este Municipio, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del auto que declare ejecutoriada esta sentencia, emita una nueva resolución, purgando el vicio formal, de insuficiente motivación respecto a la individualización de la sanción administrativa; por ende, queda insubsistente en cuanto al considerando quinto y al resolutivo segundo, en lo relativo a la imposición de la multa aplicada y quedan intocados los demás aspectos de la resolución. Lo anterior deberá realizarlo dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, su cumplimiento y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracción I, 262, fracción II, 300 fracción II y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . .  

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCESO respecto a la resolución de fecha 26 veintiséis de julio del año 2018 dos mil dieciocho, emitida en el expediente 0975/2016-A, excepto por lo que hace al considerando quinto y punto resolutivo segundo, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD PARCIAL de la resolución de fecha 26 veintiséis de julio del año 2018 dos mil dieciocho, emitida en el expediente 0975/2016-A, por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Desarrollo Urbano de este Municipio; para el EFECTO de que se deje insubsistente el considerando quinto y punto resolutivo segundo y se emita otra debidamente fundada y motivada respecto a al importe de la sanción. Lo anterior deberá realizarlo dentro de los 15 quince días hábiles, contados a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada este fallo, debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad, su cumplimiento y exhibir las constancias relativas al mismo; atento a las razones lógicas y jurídicas expresadas en el quinto considerando de esta sentencia. . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA  OFELIA GÓMEZ HERNÁDEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . .  
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